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LA SOLIDARIDAD COMO PRINCIPIO FUNDAMENTAL DE LOS DERECHOS 

DE LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO. 1 

Juan Camilo Muñoz Casallas 2 

ABSTRACT 

Con la Constitución de 1991, la solidaridad se estableció como uno de los 

principios cardinales del estado colombiano motivando su aplicación y promoción 

por el estado. Sin embargo, las diferentes ópticas del país y los intereses 

eudemónicos han opacado la aplicabilidad de este principio en virtud al derecho 

de las víctimas. El presente artículo pretende demostrar la forma como la 

solidaridad se distancia de su fin esencial por la concurrencia de intereses 

individuales, la forma como la Corte Constitucional fue consolidando el principio en 

relación a las víctimas y, finalmente, la manera en la que se consolida la 

solidaridad a partir de la construcción del punto quinto de los Acuerdos de la 

Habana. 

El método de investigación aplicado fue cualitativo, descriptivo y deductivo 

ya que se utilizó la descripción de un tema y un evento, determinando la forma 

como estos se relacionan a partir de unos conceptos existentes 

PALABRAS CLAVE: constitución, solidaridad, derecho-deber, conflicto 

armado  
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 Proyecto de investigación resultado del trabajo de tres semestres, realizado con el semillero de 

Derechos Humanos “Ubuntu” dirigido durante el 2017 y el 2018 por la docente Lina María Bedoya 
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 Estudiante de derecho de octavo semestre de la Universidad Militar Nueva Granada, vinculado 

para el 2018 en el semillero de derechos humanos “Ubuntu” y actualmente vinculado al semillero 
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I. Solidaridad Difusa 

El concepto de solidaridad encuentra su antecedente primario en la Ética 

Nicomáquea de Aristóteles cuando este explica de una forma breve aquella 

relación que se encontraba entre las gestiones de los gobernantes: 

(…) porque los ricos y, los que tienen el gobierno del mundo, parece(n) que 

tienen mayor necesidad de amigos, porque, ¿de qué sirve semejante 

prosperidad quitándole el hacer bien, lo cual, principalmente y con mayor 

alabanza, se emplea en los amigos? (Aristóteles, Libro VIII, cap. I). 

Si bien los términos manejados por él tratan de la amistad, es indudable 

que el concepto se logra acoplar a aquel principio constitucional de la solidaridad 

porque así como lo expresa la tutela T-413 del 2012, la solidaridad se trata de “un 

deber, impuesto a toda persona por el solo hecho de su pertenencia al 

conglomerado social, consistente en la vinculación del propio esfuerzo y actividad 

en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo”3.  

El fragmento expuesto por Aristóteles hace referencia, en mayor medida, a 

la privilegiada sociedad griega que rodeaba al estagiro. Es notoria en diversas 

sentencias del libro octavo que aquella idea de ayuda, de auxilio no se limitaba a 

los bienaventurados sino también a los aficionados (Capítulo II) refiriéndose de 

forma curiosa a los hombres del común.  

Hobsbawn diría “la mayoría de los seres humanos opera como 

historiadores: solo reconocen la naturaleza de su experiencia en retrospectiva” 

(1994, p. 257), y recordando indudablemente a Hume que mencionaría “Lo que 

existe en la naturaleza de las cosas dicta la norma de nuestro juicio, mientras que 

lo que un hombre siente dentro de sí mismo es lo que marca la norma del 

sentimiento” (Hume en Nussbaum, 2016, p.40),  indica que el hombre es un ser de 
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entornos y de experiencias, que basándose en esta suma existencial crea una 

conciencia que funciona como la fuente más pura de sus propias decisiones. 

Dicha idea parece ir emparentada con la Ética Nicomáquea cuando se 

menciona en el Libro VIII: 

“Los que aman, pues, por alguna utilidad, por su propio provecho quieren 

bien, y los que por deleite, por su propio deleite, y no en cuanto uno es 

digno de ser amado, sino en cuanto es útil o aplacible (…) Son, pues, estas 

tales amistades de poca dura y fáciles de romper, no perseverando entre sí 

ellos semejantes, porque luego que dejan de serles aplacibles o fructíferos, 

ellos también dan fin a la amistad.” (Aristóteles, Cap. III). 

La idea de la solidaridad en relación a unos intereses eudemónicos logra 

ser entonces acertada a cuestiones propias de la modernidad. Tal concepción de 

Nussbaum referente a la sociedad actual, no es tan lejana al concepto tratado por 

Hume; para él, los hombres en su estado de naturaleza presentan la bondad con 

los más cercanos: el denominado círculo de intereses. A pesar de que Hume 

relaciona la simpatía, también, con aspectos banales como lo son las riquezas, la 

simpatía también responde a la relevancia que significa tales experiencias para la 

definición de un yo. Entonces, la forma como se puede extender el círculo de 

intereses es mediante la experiencia común. 

Generar simpatía es emprender una creencia (belief) hacia una acción que, 

a la larga, más allá de representar una acción considerada como caritativa, 

representará un fin en relación al yo, el cual “es siempre el yo (…) que es el objeto 

del orgullo y la humildad, y siempre que las pasiones tienen una relación ulterior 

sucede esto aun con una referencia a nosotros mismos” (Hume, 2009, p. 436 

trad.). Relacionándolo al conflicto colombiano, se ha demostrado gradualmente un 

óptimo avance en materia del perdón y pareciese que aquella visión del hombre 

reflexivo que sienta Hume, tuviera verdadera cabida en el contexto nacional. 



Así pues, la idea aristotélica de la “amistad civil” es entonces un concepto 

primitivo de la solidaridad que tanto los gobernantes como los habitantes deben 

tener, pero que al momento de chocar con intereses o utilidades individuales se 

entorpece. Incluso, la solidaridad creada por dar una buena apariencia ante el 

conglomerado social o a términos de Aristóteles “lisonjera”, se alimenta realmente 

de la ignorancia y las diferencias entre las clases (VIII, cap. VIII). Cuestión que 

resulta emparejada a la breve sentencia de Hobsbawn, donde pareciese que cada 

hombre fuese héroe de su propia historia. 

En el contexto nacional, los días finales y posteriores a la culminación de 

los Diálogos de la Habana demostraron la eficacia de un acuerdo de paz. La 

esperanza del retorno a las zonas rurales por las víctimas del desplazamiento 

forzado, una política de restitución de tierras en potencia eficaz, el reencuentro de 

familias separadas de sus hijos que descendían a las fauces húmedas de la selva 

colombiana y la tranquilidad de otras tantas cuyos hijos esperaban en los 

batallones el llamado para acudir a las grandes marañas verdes, encendieron la 

luz del cambio y la euforia fue colectiva. Sin embargo, bajo la advertencia de 

Nussbaum “las emociones que rápidamente vienen, que surgen de la efusividad, 

rápidamente se van” (Nussbaum, 2016, p. 40). 

La figura política de Álvaro Uribe Vélez tiene trascendencia en el desarrollo 

del conflicto armado colombiano desde sus actuaciones en la Gobernación de 

Antioquia entre 1995 a 1997. Retomando brevemente el pasado, se debe recordar 

que su padre, Alberto Uribe Sierra, falleció en un cruce de disparos por evitar su 

secuestro a manos de las FARC, para ese entonces grupo guerrillero altamente 

activo4, situación que no es diferente a la difícil condición social y moral de las 

                                                           
4
 “María Isabel se fue a la cocina para prepararles un café. Pasaron unos minutos cuando llegaron 

los intrusos. “¡Las FARC!, ¡Las FARC!”, gritó. Riberos le dijo que guardara el arma porque eso no 

les iba a servir. Y que más bien buscaran refugio en un cuarto. El piloto fue a esconderse 

pero Uribe Sierra se quedó a enfrentarlos. “Hubo un cruce de disparos”, recuerda. “Creo que 

primero disparó él porque tenía claro que no se iba a dejar de ellos. Lo mataron”  



familias menos favorecidas que han sido víctimas del conflicto armado a 

consecuencia de su vulnerabilidad. 5   

Retomar aquí el punto inicial permite entender el recrudecimiento de las 

políticas de contingencia guerrillera de un compilado político en los años 90’ en las 

cuales se observaron figuras políticas que, ostentando cargos de gran poder en 

algunas regiones de grandes territorios de Colombia y con un sentimiento 

engrandecido de odio por aquellos injustos sucesos violentos (así como el 

infortunado suceso de su padre), permitieron el desarrollo de un medio ilícito con 

el fin de “alcanzar la paz” a partir de la regularización de los grupos de seguridad 

por la ley 354 de 1994 cuyo ejemplo de nacimiento de grupos armados con la 

autorización del estado fueron la convivir de Antioquia. 

El hábito y la relación nos hacen penetrar profundamente en los 

sentimientos de los otros, y sea la que sea la fortuna que supongamos los 

acompaña, ésta nos es presentada por la imaginación y actúa como si fuera 

originariamente la nuestra propia (Hume, 2009, p. 597 trad.). 

Hume explica con facilidad el fenómeno que continuó respecto a las 

decisiones nada propicias de la carrera política del ex presidente. Encontramos un 

                                                                                                                                                                                 
Diario Semana (18 de septiembre del 2011.). El Estremecedor relato de la muerte del papá de 

Uribe.  
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 El conflicto armado colombiano ha generado cifras que, tristemente, se mimetizan con otras 

clases de violencia o que simplemente, dada su repetitividad y “bajo perfil”, pierden trascendencia 

para ser comunicadas por los medios tornándose silenciosas, facilitando el propósito de los actores 

criminales.  Los objetivos han sido civiles, sea por la violencia selectiva o la violencia de poder, 

líderes sociales con la finalidad de fragmentar el  tejido social o generar impactos sumos en el 

estado y de estos se colige que la intervención del estado ha sido tardía pese a que desde el 2005 

con el proceso de paz con las AUC y el fortalecimiento de la FF.PP. se ha tomado de una forma 

relativa el control de estas zonas.  

CNMH, 2013. ¡Basta Ya! Colombia; Memorias de Guerra y Dignidad. Bogotá: Pro-Off Set. 

 



gran caudillo con un pasado trágico proveniente de una de las regiones cuyo 

costumbrismo toma elementos de gran solidaridad colectiva, una muchedumbre 

también afectada por la delgada línea entre la tristeza y la ira consecuente con los 

actos violentos de las guerrillas colombianas, el acceso al poder bélico y el 

espaldarazo de un gobierno extranjero interesado en una nación estratégica: la 

simpatía determinará la relación política del hombre con los otros. Si bien Hume 

aclara que los estados pueden ser vistos como sujetos que deben velar por otros 

intereses diferentes a los hombres, la simpatía entre estados puede llegar a 

consolidar una práctica similar a la acción comunicativa y “por consiguiente, las 

ventajas de la paz, comercio y auxilio mutuo nos hacen extender a los diferentes 

reinos las mismas nociones de justicia que tienen lugar entre los individuos”6 

 “La diversidad funcional entabla una diversidad moral que nada puede 

prevenir y que es inevitable que la una crezca al mismo tiempo con la otra” 

(Durkheim en Miller, 2012, p.39,) 

El funcionamiento de la sociedad desde la perspectiva de Durkeim tiene 

origen en la división del trabajo social; en unas sociedades hay afinidad y apoyo 

en círculos cerrados la cual se trata de una solidaridad mecánica y en otras, hay 

un apoyo en comprensión de las diferencias de los individuos que componen una 

sociedad que sería la solidaridad orgánica. Esto es, sin duda alguna, un enorme 

reto que se cierne sobre el individualismo que también se encuentra emparejado 

al crecimiento económico (Miller, 2012). Así pues, la alienización de los hombres 

en consideración a los límites de su solidaridad vendría a ser la causal de 

intromisiones de segundos fines a lo pretendido en un proceso de verdadera 

ayuda o auxilio. Incluso, en el hipotético de que los únicos límites fuesen aquellos 
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 Ob. Cit. (2009). p. 851 



necesarios para el bienestar de la nación, los argumentos de la fiscalización 

responden en realidad a una clase de intereses no propiamente humanos7    

Es en este punto donde una concepción política de solidaridad termina 

entorpeciendo el verdadero sentido de lo que sería una alianza solidaria; la 

intromisión de intereses personales opaca el verdadero objetivo social de un 

proyecto, de una alianza entre naciones (como lo sería el Plan Colombia) o entre 

comunidades. Es entonces cuando las causas legitimadoras terminan siendo el 

último de los objetivos en un marco institucional y jurídico que, a la postre, no 

hacen más que erradicar un problema para encasillarse en otro.  

A pesar de que el ejército y la policía incorporaron los derechos humanos a 

sus declaraciones públicas y se reunieron con organizaciones de derechos 

humanos, las palabras no se tradujeron en hechos y los paramilitares, que 

operaron libremente en áreas altamente militarizadas, ampliaron 

considerablemente sus operaciones. El hecho de que el Estado no 

detuviera a los líderes paramilitares o persiguiera a sus unidades 

representó en los hechos una aprobación tácita de sus abusos y contribuyó 

a que los paramilitares realizaran una campaña de terror sin mayores trabas 

a través del territorio nacional (Informe anual de Human Right Watch, 1997). 

¿Se puede ser solidario sin esgrimir en el fondo actos excesivos? 

 (…) todas las grandes emociones son eudemónicas… evalúan el mundo 

desde el punto de vista de la propia persona y, por consiguiente desde la 

perspectiva de la concepción (en evolución) que tiene esa misma persona 

de lo que es una vida que vale la pena” (Nussbaum, 2016, p. 25). 
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 “su explicación sobre la falta de una regulación tiene que ver en gran medida con la ruptura del 

contacto social (…) su explicación de la anomia económica tiene mucho que ver con la creación de 

un vasto abismo social y la separación que equivale a la alienación.” (trad.) Miller, 2012, p.40  



La solidaridad que encuentra en principio una relación indiscutible con la 

simpatía requiere entonces el encuentro de algún beneficio que acobije los 

intereses propios al sujeto. Esto suena poco correcto pero en un ámbito nacional 

donde un estado no pueda dejar a la deriva su capacidad fiscal, la consolidación 

de la paz es el mejor de los beneficios. Pero las indebidas injerencias en un círculo 

de malas decisiones terminan encausando las posibilidades de mejora al plano de 

la acción de repelencia violenta.  

Haciendo un retroceso, el dos de octubre del 2016 se realizó el segundo 

plebiscito que se desarrollaba en el estado colombiano cuyo objetivo era la 

aprobación general del pueblo colombiano respecto a los tratados próximos a 

implementar. Paradójicas resultaron las cifras de las metrópolis que ‘cruzaron sus 

brazos’ a la oportunidad de aceptar los tratados desde una perspectiva política, 

ignorando el voto mayoritario por el sí en aquellos sitios donde el flagelo de la 

violencia fue intenso8. Así entonces, como lo mencionaría Zúñiga basándose en 

obra de Durkheim9, la sociedad es la garante de la civilización y “todos esos 

hechos sociales de creación colectiva son quienes tienen la llave del progreso 

humano” (Estudio preliminar, p. XX). 

Años atrás, el pueblo colombiano se estremecía con diferentes actos 

arraigados a zonas rurales. Era usual escuchar en las noticias sobre masacres, 

asesinatos y, lamentablemente, era esperable de forma anual uno o dos sucesos 

terroristas de alto impacto. ¿Cómo era posible que la ciudadanía decidiera darle la 

espalda al campesinado o al habitante rural que era víctima directa del conflicto?  

Por suerte, las reformas implementadas mediante el Acto Legislativo 02 del 

2017, así como la conexidad del tratado de paz al DIH que encontró la Corte 
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 Bojaya (masacre de Bojaya, 2002) Sí: 96%, No: 4%;   

  Caloto (masacre de Caloto, 1991)  Sí: 72,9%, No: 27%;  

  Miraflores (Masacre de Miraflores, 1997 - Toma a la base de Miraflores, 1998)  Si: 85%, No: 14% 

 Revista Semana (2 de octubre del 2016) Las víctimas votaron por el Sí.  

9
 La División del Trabajo Social (1987). AKAL Ediciones 



Constitucional, lograron salvar la continuidad del Acuerdo de Paz (C-433 del 2017, 

MP. Antonio José Lizarazo). No obstante, pese al amplio examen de 

constitucionalidad efectuado por la Corte y el efecto benefactor al estado 

observado, no se logró calar en la óptica de un país acostumbrado al flagelo de 

una guerra odiosa generando un terrible golpe simbólico al deseo de paz. Notorio 

es el recelo y el odio cuando aun, tras dos años transcurridos desde la firma del 

acuerdo de la paz, hay sectores cuyo movimiento político se basa únicamente en 

el diálogo de la guerra. 

La piedad es un sentimiento natural que, moderando en cada individuo de 

su amor a sí mismo, concurre a la mutua conservación de la especie 

(Rousseau, s.f., p.26). 

El intercambio económico se ha convertido en una compleja cuestión 

relacionada al establecimiento de las políticas de un país. El gasto en el conflicto 

armado ha sido estimado al nueve de septiembre del 2016 en 411 billones de 

pesos10, cifra que decreció significativamente con el inicio de los Diálogos de Paz 

en la Habana durante el gobierno de Juan Manuel Santos. El costo de un día de 

guerra estaba valorado en 75.000 millones de pesos, costo que frente a la suma 

total de los salarios próximos a recibir los reinsertados por sus labores en 

cooperativas es de 240.000 millones, suma estimada para 10 días de guerra.  

Resulta complejo el entendimiento del deseo y el clamor por la guerra. La 

oposición se ha resguardado en el temor de una impunidad frente a la inminente 

llegada de una Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) que pese a tener 

ratificación internacional por organismos, tal vez siendo la ONU el de mayor 

envergadura, no lograba generar la suficiente confianza. Incluso, dentro de este 

hipotético, se presume que algunas de estas personas que amparan su discurso 
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  Al respecto véase el resumen “Las Cifras de la Guerra y La Transición” de Camilo Gonzáles 

Poso. Disponible en http://www.indepaz.org.co/wp-content/uploads/2016/09/LAS-CIFRAS-DE-LA-

GUERRA-Y-DE-LA-TRANSICIO%CC%81N.pdf 



político a esta idea conocen la función de la JEP y entienden que no habrán 

verdaderos victimarios sin penas, solo que es el deseo de satisfacer una 

necesidad política desbordada la que termina motivando la continuidad de un 

discurso de odio. 

Un animal no pasa nunca al lado de otro de su especie muerto sin sentir 

cierta inquietud; hasta hay animales que les dan una suerte de sepultura, y 

los tristes mugidos del ganado entrando en el matadero anuncian la 

impresión que recibe ante el horrible espectáculo que contempla 

(Rousseau, 1999, p.25) 

No se puede negar, tampoco, que la muerte es un espectáculo donde 

convergen las emociones más primitivas como lo es la ira y la tristeza, hasta las 

más complejas como la melancolía y la expectativa. Justo en esta clase de 

espectáculos emocionales es que sientan la mayoría de recelos concernientes al 

desarrollo del Acuerdo de Paz, pero si este es un estado dirigido por un principio 

de solidaridad que reposa tanto en la Constitución como en los pronunciamientos 

de la Corte Constitucional ¿por qué estos particulares no simplemente ceden a la 

verdadera utilidad de las generalidades?11  

Sin duda alguna estamos frente a un concepto de solidaridad difusa, donde 

las cargas de los individuos no son armónicas sino ambivalentes, siendo imposible 

sus sostenibilidad en ambos sentidos. 

Si la solidaridad es un principio rector del estado social de derecho que no 

siendo suficientemente consagrado en el preámbulo, es reconsiderado múltiples 

ocasiones en el articulado constitucional y en los demás ordenamientos jurídicos 

¿por qué la ciudadanía colombiana aun no tolera la inclusión de los actores 
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 “no hay justificación para que dichas prestaciones respondan a intereses particulares del estado 

cuando su carácter es social (…) El carácter del estado social de derecho hace que la solidaridad 

sea un derecho y un deber.” 

Corte Constitucional. Tutela T-881 del 2002. M.P. Eduardo Montealegre Lynett  



armados a la vida civil cuando se han diseñado los mecanismos idóneos para el 

acceso a la justicia, la verdad y la reparación? La respuesta reposa en el interés 

eudemónico compuesto por necesidades políticas, no verdaderas necesidades 

fundamentales. 

II. El Derecho de las Víctimas desde la Jurisprudencia 

La primera remembranza a la solidaridad a la que se puede recurrir no en 

sentido jurisprudencial sino en actos en las antesalas de la Constitución del 91’ fue 

aquella obra de gracia de un golpeado presidente Virgilio Barco. Generar el 

Decreto de Estado de Sitio 927 de 1990 fue algo resaltable de sus actos luego de 

la pésima gestión con la tragedia de Armero y el desastroso manejo al negociar 

con el M-19 durante la toma al Palacio de Justicia, aun pese a la 

inconstitucionalidad y falta de conexidad que el procurador encontró con los 

preceptos constitucionales de la carta del 86’ (Lemaitre, 2009) 

Como Lemaitre menciona más adelante, las labores de la Corte Suprema de 

Justicia en Sala Plena lograron hacer efecto; la séptima papeleta tendría al fin 

cabida (2009, p.13): 

El clamor popular para que ocurra el fortalecimiento institucional es un 

hecho público y notorio que en derecho no requiere prueba; en favor de él 

se han manifestado los partidos políticos, los medios de comunicación, los 

estamentos universitarios y el pueblo en general, a través de la denominada 

"séptima papeleta", en las elecciones del 11 de marzo de 1990. 

Establecida como esta, la veracidad de las premisas anteriores, resulta 

explicable la procedencia de la medida tomada en el decreto que se revisa, 

la cual para la Corporación está íntimamente ligada con las causas de la 

crisis y se dirige inequívocamente a conjurar sus efectos.12 
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 Corte Suprema de Justicia. Sentencia No. 59 de 1990. Expediente 2149 (334-E) 



Remontándonos a los conceptos sociológicos de la solidaridad, cuando la 

Corte establece la manifestación conjunta de diversos grupos sociales en miras de 

lograr un efecto social hay, sin duda alguna, una relación expresa a las 

emanaciones colectivas de Durkheim. En ese sentido, por algo la Corte menciona 

“el clamor popular para que ocurra el fortalecimiento institucional es un hecho 

publico” (ibídem, 1990), demostrando que la ciudadanía se ha unificado en miras 

de un bien común que no solo comprendió a los actores que motivaron las 

marchas del 25 de agosto de 1989 (Ripolli, 2009) sino también la participación de 

otros tantos que de ser incluidos, significaban más pies de fuerza a favor de la paz 

que tanto anhelaba el pueblo colombiano. Así pues ¿no es esta una muestra 

inequívoca de la solidaridad orgánica? 

La solidaridad mecánica podría observarse en principio con el interés 

principal del gobierno en promover la desmovilización del M-19 en vista de que, 

como grupo insurgente, habían demostrado una inusual capacidad creativa de 

generar ataques a la moral estatal (Robo del Cantón Norte, el robo de la espada 

de Bolívar) así como ataques que doblegaban la confianza de las instituciones en 

el estado (la toma del Palacio de Justicia) en lo que Loewenherz denomina como 

tercera y cuarta etapa (P.p. 36-41), así como aquel flagelo de la nueva violencia 

urbana aprovechando la movilidad que las urbes tenían, cuestión que también 

motivó al M-19 para alcanzar la paz (Ibídem, p.p. 356-357). La solidaridad 

orgánica se demostraría entonces con la llegada de la nueva carta con la idea de 

generar inclusión, voz de los actores cuya posibilidad estaba rezagada y así, como 

se diría siguiendo a Durkheim “este tipo de solidaridad es indiciada por reglas 

jurídicas que definen la naturaleza y las relaciones de las funciones. Estas reglas 

podrían ser adecuadamente denominadas como leyes restitutivas, dado que su 

violación no implica consecuencias expiatorias sino sólo reparadoras. (Merton, 

2009, P.p. 202-203).  



En este sentido, el nuevo orden social y político que la nueva Constitución 

traía consigo era un remedio a la violencia de unos actores que ya eran 

reconocidos como una fuente de labilidades estatales. 

“los constituyentes hicimos lo nuestro ahora nos toca a todos los 

colombianos desarrollar la carta presentada. 

 (…) 

Las FARC y el ELN hicieron falta, y siguen haciendo falta aquí, abajo, para 

hacer una paz donde la vida siempre florezca.” 

El discurso del cabecilla político de un recientemente desmovilizado M-19, 

Antonio Navarro Wolff auguraba ya aquel deber que la ciudadanía tenía desde ese 

punto en adelante para asegurar por los medios constitucionales la supremacía de 

la paz y la tarea encriptada que desde ese mismo momento establecía para todos: 

generar la inclusión de esos otros dos actores armados en miras de lograr el tan 

anhelado consenso democrático que los alejara de las vías de las armas.  

El país a finales de los años 90’ sufriría una serie de duros golpes a la idea 

de hacer la paz por la vía del diálogo; las conversaciones fallidas de San Vicente 

del Caguán durante la presidencia Andrés Pastrana, la Toma de Miraflores, del 

Cerro Patascoy o la Sanguinaria toma a Mitú calaron lentamente en la percepción 

nacional de aquella tarea que los constituyentes habían designado a todo un 

pueblo. No suficiente con eso, se empezaba a sembrar un velo de dudas con el 

asesinato de Jaime Garzón, reconocido comediante y periodista colombiano quien 

era pieza clave en el diálogo abierto entre el gobierno y las FARC, silenciado por 

las AUC, o el asesinato del Comisionado de Paz Diego Turbay Cote a manos de 

las FARC por una falsa acusación de alianzas con las AUC13. 
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Pero en medio de todos estos hechos de violencia desastrosos para el 

espíritu nacional de cambio, había unos sujetos que no eran de demasiada 

relevancia hasta mediados de los años 90’ hasta el momento en el que los comités 

internacionales de derechos humanos empezaron a sumergirse en la problemática 

social del conflicto armado colombiano.  

La importancia real de las víctimas del conflicto armado pareciera tener 

origen en el Informe Anual de Human Rights Watch de 1995 en el que se 

responsabilizaba al estado colombiano de promover un conjunto de prácticas 

paramilitares que repercutían directamente sobre la población civil, sospecha que 

se gestaba ya desde 1989. 

Como comandantes no sólo han promovido, alentado, y protegido a los 

grupos paramilitares, sino que los han utilizado para labores de inteligencia, 

y para asesinar y masacrar a colombianos sospechosos de aliarse con la 

guerrilla. En realidad, muchas de las víctimas (…) no tienen relación con la 

guerrilla, aunque se han visto atrapados en un conflicto en el que pocos 

están uniformados y admiten su afiliación (HRW, 1996). 

Parecía entonces que el conflicto armado no solo comprendía solo las 

guerrillas sino que ahora, un nuevo ente insurgente de semilla institucional, 

nacional e internacional acentuaba las víctimas antes ignoradas por el conflicto 

armado. Rápidamente el ministro de defensa Juan Carlos Esguerra, el General 

Harold Bedoya y el gobierno de Estados Unidos rechazaron el informe14 no 

deslumbrando que para ese momento ya se habían cometido dos grandes 

masacres: la Masacre de La Mejor Esquina en 1988 que dejaría cerca de 27 

muertos a manos de las futuras Autodefensas de Córdoba y Urabá (CNMH, 2009) 

y que más tarde terminaría siendo plasmada en la homónima obra de Fernando 

Botero. Siete meses más tarde ocurriría la Masacre de Segovia dejando 45 
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muertos la cual sería cometida, una vez más, por Fidel Castaño a ordenes del 

político Cesar Pérez García (CMPR, 2011) y dos meses después, ocurriría la 

Masacre de La Rochela en las que asesinaron a 12 funcionarios judiciales, siendo 

todo perpetrado por generales, paramilitares y narcotraficantes (Revista Semana, 

2014).  

Parecía que las víctimas del conflicto armado las había acentuado el mismo 

estado colombiano con sus acciones y, lamentablemente, la Corte Constitucional 

de antaño no podía actuar oficiosamente si la recurrencia a ellos vía legislativa, 

pública o de tutela (a partir de 1991) era nula por parte de las víctimas, y de un 

órgano legislativo débil para las políticas de antaño en relación al conflicto.  

La sentencia C-093 de 1993, más enfocada en la determinación del nuevo 

sistema penal colombiano, hace una breve mención del Decreto de Estado de 

Sitio 2699 de 1991 que establece un departamento de la Fiscalía único a la 

protección y asistencia de víctimas de toda clase de delitos extendiendo así las 

garantías de acceso a un sistema de justicia sin distinciones.15 

Meses más tarde, la Corte Constitucional profiere la sentencia C-197 de 

1993, siendo esta la sentencia primordial en el tratamiento constitucional de las 

víctimas en relación a un conflicto. Para ese entonces, el gobierno del entonces 

presidente Cesar Gaviria, profirió el primer decreto con fuerza de ley relacionado a 

la reparación de las víctimas a consecuencia de atentados terroristas. El examen 

efectuado por la corte al Decreto 444 de 1993 generó el siguiente fragmento16 en 

el cual se enmarcan todas las acciones del estado y de los particulares ya en 

sentido amplio: 

Tanto el principio de la solidaridad, el cual a su vez, es un deber, como 

el derecho a la igualdad, con la consiguiente discriminación positiva, para el 

logro de la verdadera igualdad, son el fundamento constitucional para que 
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el Estado a través de normas como las que se revisan, conceda una 

asistencia humanitaria especial a las víctimas de los actos de violencia y 

maldad, ejecutados por las organizaciones guerrilleras y la delincuencia 

organizada (Negrilla propia). 

Retomando los conceptos de la amistad civil “la amistad, la justicia y estas 

cosas semejantes, no son cosas que tienen en sí mismas el ser absolutamente, 

sino que todo lo que son lo refieren a otras” (VIII, cap. IX, p.183); así pues, el 

moderno estado colombiano demostraba que dentro de él se iba aflorando la idea 

real de solidaridad aristotélica. Así pues, la sentencia también menciona que la 

ayuda que estas víctimas reciben es en medida del principio de igualdad y equidad 

el cual obliga al estado a generar y promover la igualdad de una forma 

indemnizatoria y restitutivas. Más adelante mencionaría un punto clave para 

entender el tratamiento y la necesidad de la reparación y la atención a las víctimas 

cuando  “demás de que se exponen a un grave riesgo por otro, en este caso (…) 

también sufren una violencia injusta en su integridad física y un ataque ilícito a sus 

derechos” (Corte Constitucional, 1993). 

La sentencia C-225 de 199517 hace referencia al articulado del protocolo II, 

adicionado a los Convenios de Ginebra. Allí, explica la corte, que pese a no estar 

mencionada de una forma taxativa la no inclusión y el respeto por aquellos actores 

no combatientes, bajo las regulaciones entendibles de la Clausula Martens hay 

una “humanización de la guerra” en el entendido de que  existe “una expresión 

convencional de principios de ius cogens que se entienden automáticamente 

incorporados al derecho interno colombiano.” 

En sentencia C-293 de 1995, el magistrado Carlos Gaviria hace acotación a 

unos informes expedidos por la fiscalía en los cuales, a grandes rasgos, él logra 

sintetizar en la sentencia aquellos procesos penales donde la responsabilidad es 

de carácter pecuniario, indemnizatorio pero a sujetos desconocidos: 
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"Las cifras aportadas por la Fiscalía para 1994 (…) más de 195.000 

investigaciones previas, de las cuales más de 135.000 no contaban con 

presunto responsable. Se profirieron 52.271 autos inhibitorios, 68. 701 

suspensiones de investigación y se abrió formalmente instrucción en 27.001 

casos (...). 

Tales datos son sin duda preocupantes pues corroboran una verdad sabida: 

el alto índice de impunidad existente en Colombia” 

En igual sentido, esta sentencia tiene especial relevancia ya que les 

recuerda a los descendientes la plena legitimidad que tienen para buscar el 

esclarecimiento de la verdad por los medios jurídicos. Se trata pues de un 

reconocimiento jurisprudencial de la verdad en cabeza de las víctimas de una 

pérdida o de una afectación seria del conflicto. 

Luego, en sentencia C-407 de 1995 se aprobaría la apertura de una línea 

de crédito de emergencias para poblaciones en condiciones de vulnerabilidad 

manifiesta fruto de desastres naturales o hechos fortuitos que debiliten tanto la 

economía personal como la economía del sector, siendo ejemplificado este hecho 

con los atentados terroristas18. A la par de esta sentencia, podría desglosarse 

aquella breve oración de la sentencia SU-256 de 1996 en la cual se menciona que 

“ni la Constitución ni la ley han fijado límites al deber de solidaridad, lo cual 

significa que la naturaleza misma de las cosas es la que señala la medida 

adecuada en cada caso”19, lo cual legitimaría a plenitud aquel deber de respuesta 

del estado con aquellos ciudadanos víctimas de hechos ajenos a su voluntad en 

un marco de seguridad nacional (Ibídem, 1995). 

En igual sentido a lo expresado en la SU-256 del 1996, la sentencia C-400 

del 2003 pone relevancia al deber positivo que tienen los particulares de brindar 

asistencia cuando les sea posible pero también la exigibilidad fruto de las 
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situaciones de emergencia que traigan consigo vulneraciones manifiestas a los 

derechos de los afectados. Esto, por otorgar la prevalencia a los derechos de la 

seguridad social a aquellas personas afectadas por el secuestro y la desaparición 

forzosa de miembros cabeza de hogar o de cuya asistencia brindada por el 

sistema de la seguridad social, se ven afectados en medida de los salarios y las 

demás prestaciones.20  

En la sentencia C-277 de 1998 se continúa a la par del tema de C-293 de 

1995 al tratar la responsabilidad civil y el derecho a la reparación económica de 

las víctimas, solo que en esta ocasión recuerda la responsabilidad que tiene el 

estado con las partes pasivas que acuden al proceso penal, cuestiones que “se 

constituyen también en una expresión de los deberes constitucionales del 

Estado”21 generando el deber a la fiscalía de ayudar en la restitución de los 

derechos y la indemnización de las víctimas. 

Pero fue hasta 1998 que la Corte Constitucional hace por primera vez una 

mención específica a hechos que tienen relación con la guerrilla de las FARC. La 

sentencia de unificación SU-747 de 1998 trata un curioso caso de amenazas 

dirigidas contra unos próximos jurados de votación que luego de acudir a la 

Registraduría Nacional para dar aviso de su renuncia, terminan ejerciendo “a 

regañadientes y atemorizados” la función como jurados.  

Los actores aluden a aquella obligación surgida del artículo 13 del Protocolo 

Adicional II de los Convenios de Ginebra, el cual establece el deber del estado 

para alejar del conflicto armado aquellos actores que no hacen parte de dichos 

conflictos y así, a la par de la C-225 de 1995, menciona la corte  

“los no combatientes no pueden ser en ningún momento objeto de acciones 

militares y, además, no pueden ser involucrados dentro del conflicto 

armado, pues eso los convertiría en actores del mismo y, en consecuencia, 
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en objetivos militares. (…) El Estado colombiano no está autorizado para 

atacar o aterrorizar a la población civil ni para involucrarla en el conflicto 

armado, en calidad de actor militar.” 

Así pues, este fragmento vendría a justificar el reciente nacimiento de la 

JEP como mecanismo judicial especializado para el tratamiento de las víctimas 

del conflicto que pese a tener nacimiento en el marco de los Diálogos de La 

Habana, llega para acobijar toda clase de procesos, y cuestión que ya parecía 

atrasada desde la desmovilización de las AUC en el 2007 y la posterior 

expedición de la Ley 975 del 2005 mejor conocida como “Ley de Justicia y Paz” 

que pretendía acobijar de forma general a todos los grupos insurgentes pero que 

“fue adoptada en el contexto de negociaciones del gobierno con los grupos 

paramilitares y son ellos, por lo tanto, sus directos destinatarios” (COLJURISTAS, 

2006, p. 36) y que en ese orden de ideas según Uprimny22, por ser creado e 

implementado en un esquema parcial de la guerra -en sentido unico a los 

paramilitares- termina generando una paz fragmentada, evitando una real 

transición hacia la paz (2006). 

Al respecto, se debe mencionar la sentencia C-370 del 2006 que realiza el 

examen de constitucionalidad de la 975 del 2005.  

 “la paz no lo justifica todo. Al valor de la paz no se le puede conferir un 

alcance absoluto, ya que también es necesario garantizar la materialización 

del contenido esencial del valor de la justicia y del derecho de las víctimas 

a la justicia, así como los demás derechos de las víctimas” 

La mención expresa de los derechos de las víctimas establece un punto de 

relevancia no encontrada en otras sentencias a la fecha; esta es la primera vez 

que se da la relevancia merecida en un marco de verdadera paz, cuestión que en 

relación a las rebajas de penas especifica así: “la colaboración con la justicia” 
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debe estar encaminada al logro efectivo de los derechos de las víctimas a la 

verdad, la justicia, la reparación y la no repetición” 

En uno de sus apartes, la Corte en Sala Plena, siguiendo el método de 

ponderación mencionó que “la ley puede pasar por ciertas restricciones al valor 

objetivo de la justicia y al derecho correlativo de las víctimas” remitiéndose a 

aquella teoría de Alexy sobre la ponderación respecto al test de proporcionalidad 

sobre el cual mencionan “la justicia, sin dejar de serlo, cede su enfoque retributivo 

basado primordialmente en el castigo por un enfoque restaurativo” 

El ex-magistrado Jaime Araujo Rentería recuerda que esta es una actividad 

que tiene relación a fines y medios por el cual “cada individuo persigue lo que 

entiende como sus propios fines por los medios que juzga consecuentes” y como 

ello ha desencadenado la utilización de medios no constitucionales continua “esos 

fines son lícitos, pero solo pueden perseguirse por medios no prohibidos (…) el 

acuerdo unánime respecto a la conveniencia de tales medios” (2006, p. 854).  

Retomando este fragmento, hay una consonancia al motivo por el cual la 

decisión tomada en el plebiscito de octubre del 2016 pareció “no haber sido 

adoptada” según algunos sectores que confundían la connotación política que 

tiene dicho mecanismo de aprobación política sobre los actos ejercidos por el 

presidente: se determinó finalmente que la paz es un fin superior. 

Como un regaño de la Corte Constitucional, en sentencia de tutela T-025 

del 200423 se da mención al concepto de estado de cosas inconstitucionales, a 

manera de expresar:  

“(i) la vulneración masiva y generalizada de varios derechos 

constitucionales (…), ii) la prolongada omisión de las autoridades en el 

cumplimiento de sus obligaciones para garantizar los derechos; (ii) la 

adopción de prácticas inconstitucionales (…), iii) la no expedición de 
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medidas –normativas (…) iv) la existencia de un problema social, v) (…) la 

posibilidad de una congestión judicial” 

La corte encontró entonces un desconocimiento del ex presidente Álvaro 

Uribe Vélez, del correcto manejo a las víctimas en cuanto a su tratamiento. La alta 

correspondencia del mandatario con la política de seguridad democrática 

emprendida en conjunto con el gobierno de Estados Unidos y el fortalecimiento 

del agro terminó por desconocer la necesidad de avance social generando un 

agudizamiento de las desigualdades (Cante, 2003). 

La Corte Constitucional en sentencia del 200124 explicó de forma sintetizada 

la paz como un valor, un fin y un derecho 

El Constituyente otorgó a la noción jurídica de la paz un triple carácter, pues 

la consideró un valor de la sociedad, fundamento del Estado y de los 

derechos humanos (preámbulo); la concibe como un fin esencial que irradia 

el ordenamiento jurídico y que, como principio, debe dirigir la acción de las 

autoridades públicas (art. 2). Y, también la entiende como un derecho 

constitucional (art. 22), que si bien es cierto no es de aplicación inmediata, 

no es menos cierto que el mandato debe dirigir la acción de los particulares 

y las autoridades. (Sentencia C-048 del 2001). 

Esta misma concepción de paz fue adoptada en la sentencia C-379 del 

2016, sentencia que abordó de forma específica el plebiscito del dos de octubre 

como fundamento para proteger aquello logrado en los diálogos, lo cual adicionó 

la sentencia C-699 del 2016 que menciona 

“tanto el derecho-deber a la paz, así como las mencionadas competencias 

gubernamentales, tienen fundamento constitucional.  Por lo tanto, en la 
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medida en que el plebiscito no es un mecanismo de reforma del orden 

jurídico, entonces no tiene el alcance de alterar tales disposiciones” 25 

Así entonces, pese a que el plebiscito fue el voto mayoritario, el verdadero 

interés nacional es la paz, además, bajo la ponderación en cuanto 

proporcionalidad, lo que primaba era la teleología de una disposición de carácter 

jurídico, no un voto que pretendiera ser de opinión marcado por la asimetría y la 

heterogeneidad política, y económica que siempre se ha sembrado a forma de 

falacia (Barreto, 2010). 

 

III. Un Derecho por las Víctimas, para las Víctimas 

Colorario al ‘jalón de orejas’ de la Corte Constitucional al ex presidente Uribe y 

como necesidad a la creación de un marco normativo con una mejor estructura 

jurídica y de carácter más social,  el actual presidente Juan Manuel Santos dio 

inicio a las Conversaciones de la Habana en el 2012 y originado de las mesas del 

gobierno, las FARC y las víctimas nació el Punto Quinto del Acuerdo Final de Paz, 

fruto de aquella gran concertación (p.14) y esto es notorio al evidenciar que este 

tema es el más extenso encontrado en los acuerdos por contener en sí garantías 

no únicas a las víctimas civiles sino a las partícipes directos del conflicto.  

En la Declaración de Principios (P.p. 124-125) se destacan aquellos elementos 

propios a una justicia transicional de acuerdo a los parámetros establecidos por la 

Alta Comisaría de Derechos Humanos de la ONU26. Dichos elementos son i) 

obligación estatal de investigar, ii) derecho a la verdad, iii) derecho a la reparación 

y iv) garantías de no repetición.  
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El Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición vendría a 

contener en sí aquellos cuatro elementos trascendentales para la verdadera 

transición hacia la paz y la reconciliación de las víctimas, mencionando: 

La experiencia internacional demuestra que la efectividad de estas medidas 

es mayor si se aplican de manera articulada y complementaria. Por eso el 

Sistema pretende ser integral, para que las medidas logren un máximo de 

justicia y de rendición de cuentas 

Es notoria aquí la experiencia vivida con la Ley 970 del 2005, ley que como 

se mencionó anteriormente, por ser tratada en un contexto único a un solo grupo 

insurgente en realidad no generó el aspecto integrador de una verdadera justicia 

transicional (Uprimny, 2010) además que resulta como una eficaz corrección a las 

débiles políticas reconciliatorias que venían siendo expedidas desde 1997 y cuya 

utilidad era usualmente cercenada por la ineficacia en el tratamiento jurídico de los 

actores y la ineficacia en la reparación total de las víctimas.  

La importancia del Punto Quinto del acuerdo radica en la construcción de 

un cuerpo normativo con fines integradores, fruto de un largo proceso normativo 

que podría establecerse desde la Ley 418 de 1997, la Ley 975 del 2005 que existe 

como cierta clase de marco base y la Ley 1448 del 2011 que llega a definir todas 

aquellas medidas de reconocimiento, reparación y protección a las víctimas del 

conflicto armado. Sobre el nacimiento de esta última ley,  como lo expresa la 

sentencia C-253A del 2012: 

La iniciativa se inscribe dentro del conjunto de instrumentos normativos que 

se han expedido con el fin de hacer frente a la situación de conflicto armado 

y que pueden articularse conceptualmente en torno a la idea de un modelo 

de justicia transicional que responda a las peculiaridades de la situación del 

país 27 
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A la fecha, la Ley 1448 del 2011 resultaba ser la más completa en cuanto 

medidas de reparación y restitución de los derechos de las víctimas en cuanto el 

principal fundamento era la reparación desde un ámbito contractual y la 

aceptación de los actores estatales, no obstante, fallaba en no tener un núcleo 

simbólico o un mecanismo jurídico específico (Uprimny y Sánchez, 2011), cuestión 

que logra ser resuelta por los Acuerdos del 2016.  

Es entonces notoria la relevancia de lo acordado en los Diálogos de la 

Habana y las antesalas desde el año 2012: cuando los ojos se tornan a la creación 

de la 1448 del 2011 no se encuentra una gran participación de las víctimas en la 

creación del sistema porque fue una acción gubernamental a manera de mandato 

de optimización constitucional derivado de las recomendaciones del Examen 

Periódico Anual del 2009 del ACNUDH (Huertas, 2012) y pese a que se encuentra 

en el texto del prólogo de la ley de víctimas mención expresa a cierta clase de 

participación de las víctimas, no están claras las condiciones de concertación 

entre el gobierno y las víctimas por limitantes en cuestiones de reparaciones y 

reconocimiento de otras actores también afectados por el conflicto (Martínez, 

2013) o al menos eso, en gran espectro con concertaciones masivas. 

Siguiendo esta idea, es notorio que la creación de las normas anteriores 

limitadas en ideas de fiscalización y de negacionismo de un conflicto sin control 

(Martínez, 2013) corresponden a un modelo de solidaridad mecánica, limitada a 

las víctimas más notorias y las más afectadas desde una perspectiva civil, no un a 

un modelo de solidaridad orgánica que haya comprendido no solo la existencia de 

violaciones a derechos humanos y demás garantías constitucionales 

sobrepasadas con partícipes directos del conflicto. Por ello, la idea de unión y de 

integración a la vida civil se establece no solo en el logro de los fines 

constitucionales sino también en la construcción de la solidad que, como lo 

mencionaría Durkheim: 



Donde la sociedad se basa más completamente en la división del trabajo, 

no se disuelve en una masa de (…) contactos externos y transitorios. Sus 

miembros están unidos por vínculos que se extienden mucho más allá (…) 

Las funciones que ejercen están en continua dependencia con los demás y 

forma con ellos un sistema solidario (Durkheim en Miller, 2012, p.44). 

El nuevo marco constructivo de las víctimas tiene un punto fuerte: el 

simbolismo de la verdad marcado con la creación de la Comisión para el 

Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición; este ente 

garantiza la necesidad de la verdad y de la reconstrucción histórica de una manera 

óptima. El mandato viene de diversos tratados internacionales pero con mayor 

relevancia del Protocolo I, artículos 32 y 33 del Convenio de Ginebra, ratificado 

automáticamente en Colombia por ser parte del DIH según sentencia C-574 de 

199228 y cuyos sistemas de garantía han venido siendo extendidos por los 

mecanismos internacionales que, pese a no hacer mención expresa, se refieren 

explícitamente a la relevancia de lograr la verdad29. Así pues, el estado 

colombiano venía dando una pobre aplicación a aquellos mandatos imperativos 

propios al Bloque de Constitucionalidad que terminan obteniendo una relevancia 

mayor a las mismas disposiciones de la constitución.  

Por otro lado, la CEVCNR es el punto donde converge el reconocimiento de 

víctimas sin prejuicios. Por ello, como lo menciona su articulado, se tendrán en 

cuenta “las responsabilidades colectivas del Estado, incluyendo del Gobierno y los 

demás poderes públicos, de las FARC-EP, de los paramilitares, así como de 

cualquier otro grupo” y “el impacto del conflicto sobre quienes participaron 

directamente en él como combatientes y sobre sus familias y entornos.” (Punto 

Cinco; 5.1.1.1.2, p. 134). 
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 M.P. Ciro Angarita Barón  

29
 ONU E/CN.4/2006/91.  Estudio sobre el derecho a la verdad; Informe de la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los derechos humanos en cumplimiento de la 

Resolución número 2005/66 de la Comisión de Derechos Humanos  



Es en este punto donde la transformación de una solidaridad mecánica a 

una orgánica se hace relevante y las cargas sociales que reposaban en los 

contenidos normativos tendientes a favorecer intereses de los principales motores 

de compasión social que dejaban a la sombra los conflictos, los secretos y ‘los 

hechos oscuros’, comienzan a salir a la luz con el único propósito de generar una 

verdadera aceptación de un conflicto en el cual todos los sectores han tenido un 

grado de responsabilidad; es entonces la ruptura de la individualidad de Durkheim 

sobre la integración de los grupos intermedios, separados por las fuerzas que los 

desconectaban30 

El punto “5.1.2 Justicia” por el cual se marca las directrices para la creación 

de la JEP, es uno de los eslabones trascendentales en la construcción de una 

eficaz justicia transicional. Al tenor de la jurisprudencia constitucional que 

sobrepone la paz como un fin ulterior, el inicio de este punto destaca la 

importancia de una paz de acuerdo y no de aniquilamientos (CIDH, 2012). Por 

ello, el enfoque de esta jurisdicción es restaurativo y sin duda alguna, de 

oportunidades. 

Cuando en la sentencia C-370 del 2006 se menciona “El logro de una paz 

estable y duradera que sustraiga al país del conflicto por medio de la 

desmovilización de los grupos armados al margen de la ley puede pasar por 

ciertas restricciones al valor objetivo de la justicia” hay una relación implícita a las 

recomendaciones de la CIDH. 

No obstante, numerosas críticas ha recibido la función de esta rama 

jurisdiccional que nace del conflicto para el posconflicto, en cuanto el tratamiento 

punitivo de los delitos ocurridos en el marco de la guerra y en el contexto del 

conflicto colombiano donde los actos punibles de relevancia fueron aquellos en 

relación a violaciones a DDHH y el DIH, resultan flexibles (entre dos a veinte años 
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 Essay 2: Hope; America.  Miller, 2012, p.121 



de cárcel)31 a la óptica del ciudadano de a pie porque la idea de una favorabilidad 

a manera de penas reducidas, concesión de indultos o amnistías resulta ‘injusta’ e 

incluso, en los sectores políticos la posibilidad abierta de inmiscuir en procesos a 

los máximos representantes de la democracia32 resulta en un escalón para la 

discordia social.  

El voto de opinión que desconocía los alcances verdaderos del plebiscito 

tuvo un notorio efecto simbólico. El triunfo del no parecía un duro golpe a un 

proceso que duro seis años y la idea de una “democracia que exige considerar 

inaplicable la regla de la mayoría como forma de adopción de decisiones, cuando 

se pretende la aprobación de medidas que pueden vulnerar los derechos de las 

minorías”33  parecía haber sido quebrada en mayor medida, por la idea falsa de 

una justicia completamente laxa y favorable a la impunidad.  

El desconocimiento generalizado fruto del estado social de opinión no 

comprende los límites que tiene la laxitud de la justicia; se debe observar el 

cumplimiento del Régimen de Condicionalidad para aquellos que decidan 

someterse voluntariamente a esta justicia de transición, así como esta se 

someterá en arreglo de las penas de acuerdo a las pautas establecidas 

internacionalmente y de la constitución que se expresará a manos de su principal 

intérprete, la Corte Constitucional  cuando lo considere pertinente (C-674 del 

2017) así como las normas de amnistía establecerán aquel conjunto de delitos 

amnistiables o indultables (p.150). 
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  V-II; 60, p. 165-166 

32
 “En caso de que ante la JEP obre una información que comprometa a una persona que haya 

ejercido la Presidencia de la República, dicha información se remitirá a la Cámara de 

Representantes para lo de su competencia, remisión que se efectuará en el momento que se 

considere adecuado por la JEP, después de haber realizado las verificaciones pertinentes.” 

V- II; 32, p. 149 

33
 C-379 del 2010 M.P. Luis Ernesto Vargas 



Sin duda alguna, la refrendación de los Acuerdos de Paz supone una 

práctica jurídica no evidenciada antes por la justicia colombiana; esta sería la 

primera vez que un grupo mayor de abogados colombianos lograría concurrir a las 

prácticas designadas por los protocolos internacionales como es mencionado en 

las páginas explicando la JEP. Pero la relevancia en este aparte radica en aquel 

concepto de solidaridad que sale a flote gracias a la participación conjunta de los 

sectores del conflicto.  

Ahora, respecto a la construcción que las víctimas desarrollaron en conjunto 

al estado parece haber una aprobación a la idea de vulnerabilidad  y aun más, a la 

de conación que como ejes de una sociedad justa (Nussbaum, 2016) plantean un 

enorme reto no solo de carácter fiscal o legislativo como varias veces se ha 

criticado sino también, en virtud de aceptación de la sociedad civil. La idea de 

solidaridad difusa, que siempre ha obrado en virtud de intereses particulares es 

puesta en el enorme reto, en cierto grado filantrópico, de aceptar que otros 

también sufren.34 

No hay duda de que la mayor hazaña de un estado que suele moverse por 

beneficios para los amigos35 es tender por fin sus redes en beneficio es una 

población poco considerada al tomar decisiones y en la inclusión de antiguos 

enemigos. Como se mencionaba en sentencia de tutela  T-406 de 1992 “la parte 

orgánica de la misma (Constitución) solo adquiere sentido y razón de ser como 

aplicación y puesta en obra de los principios y de los derechos inscritos” y esto 

cobra vida cuando el estado, decidiendo y creando mecanismos bajo cierta clase 
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 “Los ciudadanos pueden apoyar unas políticas que sean equitativas para todos, hasta que los 

problemas les tocan más de cerca y sienten entonces una fuerte simpatía (…) aun a costa de 

eclipsar el bien del conjunto social (p.383).  

“La agencia humana y el apoyo están interconectados: es por su capacidad para la actividad y la 

conación por lo que los seres humanos tienen derecho a un apoyo que les ayude a superar 

situaciones derivadas de su vulnerabilidad” (p.149) 

Nussbaum, 2016 

35
  Aristóteles: VIII-I 



de consenso entrecruzado entre las tres partes involucradas del conflicto; así 

pues, la idea de víctima en este nuevo marco estatal tiene una construcción no 

desde la perspectiva lejana, de espectador –dígase en cierto modo- sino ahora, 

desde una perspectiva integral. 

Es innegable pensar en los tropiezos que el proceso y su desarrollo irán 

teniendo. La idea de crear un sistema jurídico cimentado desde los DDHH en vía 

de cumplir a cabalidad el deber estatal de mantener la dignidad de sus ciudadanos 

es una utopía (Habermas, 2010), así como los riesgos de enfocar más las cargas 

de un estado en miras de conseguir un objetivo descuidando otros sectores 

sociales (Nussbaum, 2016) pero la consolidación de la paz es un esfuerzo válido, 

provechoso por ser fruto de una construcción social que se entrelazó por la 

gestión de un estado que viene aprendiendo sobre la construcción de la igualdad 

(art. 13) desde un modelo de prevalencia de la dignidad, una responsabilidad de 

reparación, una promoción de condiciones de igualdad y un deber de cabal 

cumplimiento del principio de solidaridad que como lo decía el maestro Ciro 

Angarita, logra “vivificar” la constitución que en esta ocasión fue apalancada por 

un grupo de víctimas que en el marco de negociaciones se unieron dejando 

rencores atrás con el unico fin de conseguir justicia, verdad y reparación pero, 

sobre todo, reconociendo que a final de cuentas todos los actores son humanos y 

merecen oportunidades. Por eso, como mencionaría Durkheim:  

Nunca habrá solidaridad entre los otros y nosotros hasta que la imagen de 

ellos se una a la nuestra. 36 
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 “There can never be solidarity between another and ourselves unless the image of the other 

unites with our own”  

Durkheim en Miller, 2012, p.41 
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